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Resumen. Este capítulo examina el impacto de la constitucionalización del Estado colom-
biano en la doctrina, la organización y la misión de las Fuerzas Militares. A partir de la 
Constitución de 1991, se plantea que el poder militar debe alinearse con los valores demo-
cráticos, la separación de poderes y el respeto irrestricto a los derechos humanos. El análisis 
destaca la transformación de la función militar hacia un enfoque integral de seguridad humana, 
sustentado en la legitimidad institucional y en el compromiso con la paz y la justicia social. 
Asimismo, se resalta la interacción entre soberanía, control civil y seguridad democrática como 
pilares para redefinir la función coercitiva del Estado en clave de gobernabilidad democrática.
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Introducción 
La constitucionalización del Estado colombiano implica un proceso histórico 
y social que ha reformulado las bases sobre las cuales se estructura la auto-
ridad estatal y su relación con los ciudadanos. Desde la promulgación de la 
Constitución de 1991, se ha evidenciado un esfuerzo por alinear la estructura 
del Estado con principios democráticos, los Derechos Humanos y la promo-
ción del desarrollo integral de la sociedad (Ibarra, 2016; Gaviria & Granda, 
2022). Esta transformación ha repercutido no solo en los aspectos políticos 
y sociales del país, sino también en la organización y el funcionamiento 
de la fuerzas militar, que se encuentra en el cruce de la defensa nacional 
y el respeto a las libertades fundamentales. La revisión de este fenómeno 
permite entender los desafíos y las oportunidades que presenta la moderni-
zación de las instituciones armadas en un contexto de constante evolución 
de las demandas sociales y del marco normativo internacional (Ibarra, 2024; 
Miranda, 2023).

En este sentido, las Fuerzas Militares de Colombia han comenzado a 
adoptar un enfoque más integral, que no solo se centra en la defensa ante 
amenazas externas, sino que también reconoce su papel en la construcción 
de paz y la gobernabilidad. La reconfiguración de las Fuerzas Militares se ha 
vinculado a los avances en Derechos Humanos que exige la Constitución, así 
como a las directrices de desmilitarización y un enfoque de seguridad humana 
que busca garantizar la vida y el bienestar de los ciudadanos (Carrillo, s.f.). 
La interacción entre la constitucionalización y el desarrollo militar abre un 
debate sobre la manera como se debe ejercer el poder coercitivo del Estado, 
sus límites y el respeto a la jurisdicción civil (Córdoba, 202; Ibarra, 2023)..

Por tanto, la introducción de la Constitución de 1991 no debe enten-
derse solamente como un cambio normativo, sino como un proceso que 
abarca la revalorización de los Derechos Humanos y el imperativo de unas 
Fuerzas Militares responsables y éticas. Este análisis se propone indagar en 
las tensiones y sinergias que emergen de este contexto, planteando preguntas 
sobre cómo se puede alcanzar un equilibrio adecuado entre la seguridad 
nacional y la protección de los derechos ciudadanos, así como la necesidad 
de que la militancia militar se enmarque en los principios constitucionales 
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y en la dinámica del respeto a los preceptos democráticos (Ibarra, 2016; 
Miranda, 2023). Tal reflexión es clave para entender no solo la actual confi-
guración del Estado colombiano, sino también la dirección futura de sus insti-
tuciones y su compromiso con la paz y la justicia social.

Referencia teórica 
La constitucionalización del Estado colombiano se fundamenta en una serie 
de conceptos clave que delinean la relación entre la estructura del Estado, el 
derecho constitucional y el deber de las Fuerzas Militares. Esta transforma-
ción establece las bases normativas que regulan la organización del Estado, 
garantizando derechos fundamentales y ofreciendo un marco de gobernanza 
que limita el uso del poder. En este contexto, se evidencia cómo el modelo 
de Estado Social de Derecho se erige no solo como un conjunto de reglas 
legales, sino también como un compromiso institucional hacia la promoción 
del bienestar social, la justicia y la dignidad humana (Ibarra, 2016; Miranda, 
2023)..

Una de las nociones fundamentales en este marco es el principio de 
separación de poderes, que asegura el equilibrio y la independencia entre 
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, lo cual limita la posibilidad de 
abusos de poder y promueve la rendición de cuentas (Ibarra, 2024). Las 
Fuerzas Militares, en su papel de defensoras de la soberanía, deben operar 
dentro de este esquema, actuando en funciones específicas y bajo un control 
civil adecuado, garantizando no solo la seguridad del Estado, sino también 
el respeto por los Derechos Humanos (Gaviria & Granda, 2022). Esta interac-
ción entre el constitucionalismo y las Fuerzas Militares es crucial, dado que 
la legitimidad de las operaciones militares se encuentra íntimamente relacio-
nada con la aceptación popular y el apoyo a la institucionalidad democrática 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023).

Asimismo, el reconocimiento de los Derechos Humanos como un eje 
central de la Constitución colombiana establece nuevos retos para la acción 
militar, obligándola a adaptarse a un enfoque más humanitario y menos 
represivo (Carrillo, s. f.). La constitucionalización implica, por lo tanto, una 
reconfiguración de la identidad militar, que debe transitar de una perspectiva 
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de fuerza represiva hacia una institución solidaria y comprometida con el 
ejercicio de la democracia y el imperio de la ley (Ibarra, 2023). Esta trans-
formación es un proceso en constante evolución que se enfrenta a desafíos 
significativos, como la necesidad de despolitizar la acción militar y establecer 
un diálogo permanente con la sociedad civil, para cimentar un modelo de 
seguridad que no solo sea efectivo, sino que también respete y promueva la 
vida digna de todos los ciudadanos. (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Elementos de la esencia 
La constitucionalización del Estado colombiano evoca una serie de conceptos 
clave que iluminan su estructura y funcionamiento, particularmente en el 
ámbito de las Fuerza Militares. En primer lugar, es fundamental entender el 
principio de democracia constitucional, que establece que todas las acciones 
del Estado deben estar subordinadas a la Constitución. Este principio no solo 
subraya la importancia del marco normativo, sino que también enfatiza la 
necesidad de que las instituciones, incluidas las Fuerzas Armadas, operen 
dentro de un sistema que garantice y respete los derechos fundamentales 
de los ciudadanos (Ibarra, 2016; Miranda, 2023). La Constitución de 1991 
representa un hito en este sentido, al consagrar un enfoque más integral sobre 
el papel de las Fuerzas Militares como agente de seguridad pública y respeto 
por los Derechos Humanos (Carrillo, s. f.).

Otro concepto esencial es el de soberanía nacional, que implica que la 
autoridad del Estado se origina en el pueblo. Este principio es crucial en el 
manejo y la regulación de las Fuerzas Militares, dado que la legitimidad de 
su accionar debe contar con el respaldo de la población (Gaviria & Granda, 
2022). Esto se traduce en mecanismos de control civil sobre la militariza-
ción y en la inclusión de la sociedad civil en la discusión sobre la seguridad 
nacional. Además, el concepto de Derechos Humanos ofrece un marco inter-
pretativo vital, ya que establece que su protección y garantía debe ser la prio-
ridad de la fuerza armada (Carrillo, s. f.). A lo largo del tiempo, la relación 
entre Derechos Humanos y acción militar ha sido objeto de debate, especial-
mente en contextos donde se presenta el conflicto armado, lo cual resalta la 
necesidad de reformar prácticas y estrategias dentro de las Fuerzas (Córdoba, 
2024; Ibarra, 2023).
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Finalmente, es imperativo considerar la noción de seguridad democrá-
tica, la cual se ha posicionado como un enfoque del Estado colombiano para 
responder a la violencia y la criminalidad. Este concepto, que se centra en 
la protección del ciudadano en diversas esferas, promueve una visión donde 
las Fuerzas Militar actúan no solo como un instrumento de represión, sino 
también como un garante de los derechos y las libertades. En consecuencia, la 
interpretación y aplicación de estos conceptos clave no solo define la estruc-
tura y misión de las Fuerzas Militares, sino que también establece un entorno 
jurídico donde se busca equilibrar la seguridad y el respeto a los Derechos 
Humanos en el contexto colombiano (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

La Constitución de 1991 representa un hito en la evolución política y 
social de nuestro país, por cuanto refleja un compromiso renovado con la 
democracia, la pluralidad y el respeto a los Derechos Humanos. Fue promul-
gada en el contexto de un país asolado por el conflicto armado y la violencia, 
así como por una crisis de legitimidad institucional. En este sentido, la 
Constitución se erige no solo como un marco normativo, sino como una 
herramienta estratégica para la transformación del Estado colombiano que 
busca consolidar un orden jurídico basado en principios sólidos de equidad 
y justicia (Ibarra, 2016; Martínez, 2024). La participación ciudadana en su 
elaboración, a través de la Asamblea Nacional Constituyente, evidenció un 
esfuerzo por democratizar el proceso político e integrar voces diversas que 
durante décadas fueron marginadas.

Los principios fundamentales establecidos en la Constitución de 1991 
delinean el perfil de un Estado Social de Derecho que promueve la dignidad 
humana y el bienestar general, así como la protección de los derechos 
fundamentales. Entre estos principios sobresale el de la solidaridad, el cual 
impone no solo un deber de respeto hacia los derechos de los demás, sino 
también la obligación de trabajar colectivamente por el bien común. Este 
marco institucional redefine las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, y 
sienta las bases para un enfoque más humanista que requiere la interacción 
entre la sociedad civil y las Fuerzas Militares (Ibarra, 2016; Pérez & Burgos, 
2023). De hecho, la Constitución establece un mandato claro para que las 
Fuerzas Armadas resguarden la soberanía, pero bajo el respeto irrestricto de 
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los Derechos Humanos, con lo cual estableció un equilibrio entre seguridad 
y libertad en un contexto marcado por el conflicto (Gaviria & Granda, 2022).

Adicionalmente, en el ámbito de los Derechos Humanos, la Constitución 
de 1991 incorpora disposiciones que refuerzan no solo la protección de 
los derechos civiles y políticos, sino también de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Tal enfoque se traduce en la necesidad de que las 
Fuerzas Militares operen de acuerdo con estos principios, garantizando que 
su accionar no vulnera las garantías fundamentales. Esto implica una transfor-
mación profunda en la cultura institucional de las Fuerzas Armadas, ya que 
deben adoptar un enfoque orientado hacia la protección de la ciudadanía y 
el ejercicio pleno de los derechos. Por tanto, la Constitución de 1991 no solo 
es una reivindicación histórica, sino que además establece un marco que 
requiere constantemente la adaptación y evolución de las Fuerzas Militares, 
en concordancia con los principios democráticos y los valores que el nuevo 
orden jurídico promueve (Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

La Constitución de 1991 en Colombia se erige sobre principios funda-
mentales que reconfiguraron el marco jurídico y político del Estado, lo 
cual impulsó transformaciones significativas en la percepción y el funcio-
namiento de las Fuerzas Militares dentro de la estructura del poder estatal. 
Estos principios, pensados no solo como preceptos normativos, sino también 
como pautas orientadoras de la acción estatal, reflejan un compromiso con 
la protección de los derechos fundamentales y la promoción del bienestar 
colectivo (Martínez 2024)..

Entre estos principios destaca la primacía de la dignidad humana, que 
establece un parámetro ético fundamental bajo el cual todas las acciones del 
Estado deben ser evaluadas. Este enfoque exige que la intervención militar, 
en sus diversas manifestaciones, se alinee con el respeto irrestricto de los 
Derechos Humanos, lo cual marca un giro hacia un modelo de defensa 
en el que la fuerza pública opera no solamente como garante del orden, 
sino también como protector de la vida y la dignidad de cada colombiano 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023). Además, la participación ciudadana se erige 
como un pilar de la soberanía. Este llamado a la inclusión, que promueve 
una visión democrática y pluralista, demanda que las Fuerzas Militares sea un 
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actor que rinda cuentas ante la sociedad civil, así como que esté vinculado a 
los intereses y las preocupaciones del pueblo (Ibarra, 2024).

Asimismo, la Constitución establece principios de unidad y pluralismo, 
los cuales promueven un Estado que reconoce y valora la diversidad de su 
población. Este contexto propicia que las Fuerzas Militares, en su capacidad 
de respuesta ante situaciones de conflicto interno o amenazas externas, 
actúen con un enfoque que no solo prioriza la seguridad, sino que también 
toma en consideración la diversidad cultural y social del país (Pepinosa & 
Ortiz, 2021). Por ende, la constitucionalización de estos principios busca, por 
una parte, regular la actuación de las Fuerzas Militares y, por otra, cultivar un 
entorno donde esta cambiante institución pueda responder a un marco ético 
que propugne por la paz y la protección efectiva de los derechos de todas 
las comunidades en el territorio colombiano (Ibarra, 2024). La proyección de 
un modelo de Fuerzas Militares dentro de la Constitución de 1991 redefine 
profundamente las relaciones cívico-militares, buscando siempre una rela-
ción armónica entre la defensa nacional y el respeto por la vida y la libertad 
de los ciudadanos (Ibarra, 2016).

Derechos Humanos y Fuerzas Militares 
La relación entre los Derechos Humanos y las Fuerzas Militares en el 
contexto del Estado colombiano ha sido objeto de notable escrutinio, espe-
cialmente tras la promulgación de la Constitución de 1991, que estableció un 
marco normativo orientado a protegerlos y promoverlos. Este marco jurídico 
enfatiza la primacía de los Derechos Humanos y, por lo tanto, obliga a las 
Fuerzas Militares a operar dentro de límites que respeten la dignidad y los 
derechos fundamentales de todas las personas. La revisión de la normativa 
resalta que el uso de la fuerza debe ser proporcional, necesario y regulado 
por los principios de legalidad, lo que se traduce en que las Fuerzas Armadas 
tienen la necesidad de recibir una capacitación constante sobre Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) y Derechos Humanos (Carrillo, s. f.; Ibarra, 
2016; Miranda, 2023).

Sin embargo, el contexto colombiano presenta desafíos únicos. La 
complejidad del conflicto armado, que involucra a numerosos actores ilegales, 
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y la multiplicidad de dinámicas de violencia han llevado a situaciones donde 
la línea entre la seguridad nacional y la protección de los Derechos Humanos 
se vuelve difusa. En varias ocasiones, las acciones de las Fuerzas Militares 
han sido criticadas por presuntas violaciones a los Derechos Humanos, lo 
cual ha generado un amplio debate sobre la necesidad de contar con un 
enfoque más integral que incorpore principios de justicia social y reparación 
a las víctimas. En este contexto, la implementación de políticas públicas que 
integren la defensa de los Derechos Humanos en las operaciones militares se 
presenta como una medida esencial para garantizar un equilibrio necesario 
entre la seguridad y la protección de los derechos fundamentales (Córdoba, 
2024; Ibarra, 2023).

El desarrollo de las Fuerzas Militares en Colombia está intrínsecamente 
ligado a la evolución política, social y económica del país. Históricamente, 
las Fuerzas Armadas han cumplido un papel crucial en la defensa de la sobe-
ranía nacional, pero su función ha ido más allá de la guerra convencional, 
pues la militarización y la participación activa en cuestiones de seguridad 
interna han marcado la trayectoria de estas instituciones. A lo largo del 
tiempo, la fuerza pública colombiana, compuesta por el Ejército, la Armada 
y la Fuerza Aérea, ha tenido que adaptarse a dinámicas cambiantes, desde la 
lucha contra el narcotráfico y la guerrilla hasta nuevas amenazas emergentes 
como el terrorismo transnacional y la delincuencia organizada (Gaviria & 
Granda, 2022)..

La estructura y la organización de las Fuerzas Militares en el país han sido 
reformadas en diversas ocasiones, con la finalidad de mejorar su eficiencia y 
efectividad en el cumplimiento de sus funciones. Las reformas más significa-
tivas han buscado fortalecer la interinstitucionalidad permitiendo una mayor 
coordinación con otras entidades del Estado, así como una aproximación 
más integral hacia la seguridad. Esto se traduce en un modelo que incluye 
la planificación estratégica y el uso de tecnología avanzada, atributos que 
son esenciales en la actual confrontación contra actores armados ilegales. 
Además, las Fuerzas Armadas han sido sometidas a procesos de profesiona-
lización diseñados para garantizar que su personal esté capacitado acorde 
con los estándares modernos y que, además, resaltan la importancia de los 
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Derechos Humanos y el respeto por las leyes internacionales durante el ejer-
cicio de sus funciones (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2024).

En cuanto a las funciones y responsabilidades, las Fuerzas Militares en 
Colombia presentan un ámbito de competencias que no solo se limita a la 
defensa nacional, sino que también abarca la protección del orden público y 
la participación en el desarrollo social. Su papel se ha ampliado para incluir 
misiones de asistencia humanitaria, apoyo a la población civil en desastres 
naturales y labores de vigilancia en programas de desarrollo rural. Esta multi-
funcionalidad refleja un cambio en el enfoque estratégico de la seguridad, 
donde los actores militares ahora colaboran en la formulación de políticas 
públicas que afectan el desarrollo social, económico y ambiental del país. 
La consolidación de las Fuerzas Militares no solo se mide en términos de 
capacidades bélicas, sino también en su capacidad de aportar a la estabilidad 
integral de la nación colombiana en un contexto cada vez más complejo 
(Ibarra, 2024; Pepinosa & Ortiz, 2021; Pérez & Burgos, 2023).

La estructura y la organización de las Fuerzas Militares colombianas se 
remonta a un marco legal y constitucional que ha evolucionado a lo largo de 
los años, con el fin de adaptarse a las necesidades cambiantes del Estado y 
a los retos presentados por el contexto interno y externo. Fundamentada en 
la Constitución de 1991, la organización de las Fuerzas Militares se articula 
en tres componentes principales: el Ejército Nacional, la Armada Nacional y 
la Fuerza Aérea. Cada uno de estos componentes tiene sus funciones especí-
ficas y se encuentra organizado en unidades operacionales que permiten una 
respuesta integral y coordinada ante situaciones de diferente índole, desde 
la defensa nacional, hasta la asistencia en casos de emergencia y desastres 
(Gaviria & Granda, 2022). 

Este modelo de organización no solamente contempla la estructuración 
interna mediante jerarquías y divisiones tácticas, sino que también enfatiza 
la interinstitucionalidad como un principio fundamental. La colaboración 
entre las Fuerzas Militares y otras entidades del Estado, tales como la Policía 
Nacional y las agencias de inteligencia, se ha vuelto crucial para abordar 
de manera efectiva amenazas multifacéticas. Adicionalmente, el estableci-
miento de enfoques interagenciales ha permitido que las Fuerzas Militares no 
solo operen en el ámbito de la defensa, sino que participen en proyectos de 
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desarrollo social y en la consolidación de la paz, en un país marcado por la 
violencia y el conflicto. Dentro de esta estructura, el Ministerio de Defensa 
desempeña un papel esencial, por cuanto actúa como el ente responsable de 
la formulación de políticas y la dirección de las operaciones de las Fuerzas 
Militares, con lo cual asegura la alineación con los objetivos del Estado 
colombiano (Ibarra, 2016; Martínez, 2024).. 

Además, la Ley 1621 de 2013, que regula el ejercicio de la fuerza pública, 
ilustra cómo la constitución de un marco normativo robusto ha sido clave para 
la legitimación y el control civil de las Fuerzas Militares (Ibarra, 2016; Ibarra, 
2023). De esta manera, la estructura y la organización de las Fuerzas Militares 
en Colombia definen tanto por su composición y jerarquía, como por su capa-
cidad de adaptación a un entorno fluidamente cambiante, que requiere de un 
enfoque multidimensional y participativo para el fortalecimiento de la demo-
cracia y la seguridad nacional (Córdoba, 2024; Ibarra, 2024).

Interacción entre la Constitución                                                        
y las Fuerzas Militares
La interacción entre la Constitución y las Fuerzas Militares en Colombia 
presenta un espacio complejo y multifacético, en el cual se entrelazan 
normas legales, reglamentos y la jurisprudencia pertinente que ha modelado 
la actuación de las Fuerzas Armadas dentro del marco constitucional. Desde 
la promulgación de la Constitución de 1991, la relación entre el poder civil 
y la esfera militar ha sido un tema de intensa discusión, especialmente en lo 
que respecta a los principios de garantía de derechos y la soberanía popular 
(Gaviria & Granda, 2022; Ibarra, 2016). La Constitución establece las bases 
para que las Fuerzas Armadas operen no solo como protectores de la inte-
gridad territorial, sino también como actores responsables en el respeto de 
los Derechos Humanos y en la consolidación del Estado democrático (Ibarra, 
2024; Martínez, 2024).

Las normas y los reglamentos derivados de la Constitución regulan 
la estructura y función de las Fuerzas Militares, de manera que delinean 
claramente los límites de su actuación. Por ejemplo, el artículo 217 de la 
Constitución estipula que la fuerza pública está al servicio de la comunidad y 
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debe respetar los derechos fundamentales de todas las personas. Esta disposi-
ción establece una clara orientación hacia la convivencia pacífica y la protec-
ción de la ciudadanía, condición esencial para la legitimidad de las Fuerzas 
Militares (Carrillo, s. f.). Además, se ha producido un marco legislativo que 
incluye códigos y leyes específicas que refuerzan la necesidad de actuar en 
conformidad con principios constitucionales y del DIH. No obstante, la inter-
pretación de estas normas ha sido objeto de controversia, particularmente en 
situaciones de conflicto armado, donde ha surgido el desafío de equilibrar 
la seguridad nacional con el respeto a los Derechos Humanos (Ibarra, 2023; 
Miranda, 2023).

Las decisiones judiciales también tienen un papel crucial en la inte-
racción entre la Constitución y las Fuerzas Militares. Casos relevantes han 
demostrado cómo el sistema judicial colombiano ha intervenido para esta-
blecer precedentes en el uso de la fuerza, así como para dictar sentencias 
que influyen en la actuación de las Fuerzas Militares en contextos especí-
ficos. La Corte Constitucional, en particular, ha abordado temas como el 
uso de la fuerza en operaciones militares y la necesidad de una supervisión 
estricta para prevenir abusos (Córdoba, 2024). A través de estas decisiones, 
se ha construido una jurisprudencia que refuerza la idea de que la militari-
zación de ciertas áreas debe estar siempre acompañada de un compromiso 
inquebrantable hacia los valores democráticos y los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución (Miranda, 2023). Así, la interacción entre la 
Constitución y las Fuerzas Militares en Colombia no solo define la legalidad 
de las acciones militares, sino que también subraya la responsabilidad de las 
Fuerzas Armadas como entidades al servicio de una democracia robusta.

El marco normativo y reglamentario que regula las Fuerzas Militares en 
Colombia se erige como un pilar esencial en el contexto de la constitucio-
nalización del Estado. Como se mencionó, la Constitución de 1991 sentó 
las bases de un sistema en el cual las instituciones armadas deben actuar 
bajo un estricto respeto a los Derechos Humanos y la legalidad. Este marco 
normativo no solo está influido por la Carta Magna, sino también por diversas 
leyes, decretos y reglamentos que delinean las competencias, los derechos y 
los deberes de las Fuerzas Militares, alineándolas con los principios democrá-
ticos del país (Miranda, 2023).



| 161Capítulo 8. Constitucionalización del Estado colombiano y en desarrollo de las Fuerzas Militares

Entre las normas más representativas se encuentra la Ley 1407 de 
2010, que establece el Código Penal Militar, el cual regula las conductas 
del personal militar y establece procedimientos específicos para su juzga-
miento. Este código busca garantizar la justicia y la debida protección de 
los Derechos Humanos, al mismo tiempo que proporciona un marco para la 
operatividad de las Fuerzas Militares en contextos de conflicto (Ibarra, 2023). 
Asimismo, se destaca la implementación de la Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras, que subraya la responsabilidad del Estado y de las Fuerzas Armadas 
en la protección de las comunidades afectadas por la violencia (Ibarra, 2016; 
Ibarra, 2024).

En este escenario, los reglamentos también desempeñan un papel crucial 
porque proporcionan directrices operativas que aseguran que las actuaciones 
de las Fuerzas Militares se mantengan dentro de los márgenes legales. Entre 
ellos, el Reglamento Interno del Ejército y el Manual de Derechos Humanos 
son fundamentales para la capacitación y la conducta del personal militar, 
pues marcan claramente la delimitación de su acción en situaciones de 
garantía del orden público y en operaciones de combate. A través de la 
implementación estricta de estas normas y reglamentos, se busca no solo 
salvaguardar el orden interno y la defensa nacional, sino también fomentar 
un compromiso ético y jurídico que permita a las Fuerzas Militares cumplir 
su función bajo la supervisión del Estado de Derecho, en consonancia con las 
expectativas de una sociedad que clama por justicia y respeto por la dignidad 
humana (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2023).

Resulta importante mencionar que la constitucionalización del Estado 
colombiano ha creado un marco normativo que pretende armonizar las 
Fuerzas Militares dentro de un contexto de respeto por los Derechos Humanos 
y la consolidación de la democracia. Sin embargo, este objetivo enfrenta 
desafíos significativos, particularmente en el ámbito del conflicto armado 
interno y el desplazamiento forzado, dos fenómenos interrelacionados que 
deterioran la paz y la estabilidad en el país. El conflicto armado interno, que 
ha persistido durante más de cinco décadas, representa el principal reto, ya 
que la violencia persistente y las dinámicas de poder entre grupos armados 
ilegales complican la implementación de políticas de defensa y seguridad 
respetuosas con el marco constitucional. La instrumentalización de las 
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Fuerzas Militares en este contexto plantea interrogantes sobre su legitimidad 
y eficacia en la protección de la población civil y la preservación del orden 
democrático (Ibarra, 2016; Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Simultáneamente, el desplazamiento forzado es otra consecuencia 
directa del conflicto y representa un desafío crítico para el Estado y la 
sociedad. Las estadísticas indican que Colombia es uno de los países con 
mayor número de desplazados en el mundo, lo cual impone una carga 
adicional sobre las instituciones responsables de garantizar la protección 
de los Derechos Humanos y la integración de estas poblaciones. El despla-
zamiento no solo implica un reto humanitario, sino que también pone en 
entredicho la capacidad del Estado para mantener el control territorial y 
ofrecer seguridad a sus ciudadanos. En tal sentido, la intersección de estos 
problemas exige un enfoque estratégico que contemple la reintegración de 
los desplazados, la desarticulación de los grupos armados y la reconstrucción 
del tejido social. Por lo tanto, la respuesta adecuada a estos desafíos es crucial 
para el fortalecimiento de la presencia estatal, la sostenibilidad de la paz 
y la estabilidad democrática en Colombia. Esto implica una revisión crítica 
de la doctrina y de las prácticas militares, de tal forma que se asegure que 
estas se alineen con los principios constitucionales y respeten los derechos 
de todos los ciudadanos en un contexto de alta complejidad social y política 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2024).

Asimismo, la constitucionalización del Estado colombiano ha gene-
rado un marco normativo que impulsa una constante evolución en la rela-
ción entre las Fuerzas Militares y la sociedad. Las perspectivas futuras en 
este ámbito implican tanto la adaptación de las instituciones militares a la 
lógica democrática, como la necesidad de afrontar los retos que surgen en 
un contexto de pluralidad y diversidad de intereses. En este sentido, es esen-
cial considerar las dinámicas políticas y sociales que afectan la legitimidad y 
la eficacia de las Fuerzas Armadas, especialmente en un país que ha vivido 
prolongados conflictos armados y tensiones internas. En el horizonte se 
perfilan reformas cruciales que buscan fortalecer la gobernanza civil sobre 
el aparato militar para garantizar que las decisiones estratégicas sobre la 
defensa y la seguridad pública estén alineadas con los valores democráticos 
(Ibarra, 2024; Martínez, 2024). 
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Como se ve, la incorporación de un enfoque de Derechos Humanos 
en la formación y las operaciones militares se presenta como una nece-
sidad clara. Esto no solo mejorará la percepción pública de los cuerpos de 
seguridad, sino que también facilitará una visión más inclusiva que tome en 
cuenta las necesidades y las preocupaciones de comunidades vulnerables. 
Asimismo, la integración de mecanismos de rendición de cuentas será funda-
mental para cimentar la confianza ciudadana y la legitimidad del Estado en 
su conjunto. En conclusión, las perspectivas futuras para las Fuerzas Militares 
en Colombia reflejan un momento de transformación donde la búsqueda de 
un equilibrio entre seguridad y Derechos Humanos es primordial. La imple-
mentación de reformas necesarias permitirá no solo la consolidación de un 
Estado democrático robusto, sino también el fortalecimiento de un espacio 
cívico donde las decisiones relativas a la defensa y la seguridad se tomen de 
manera participativa y transparente, de tal manera que garanticen la cohe-
sión social y el respeto a la diversidad. En este contexto, la redefinición del 
papel de las Fuerzas Militares como agentes de paz y seguridad contribuirá a 
avanzar hacia un estado donde la institucionalidad y el respeto por los dere-
chos fundamentales se constituyan en pilares de la democracia colombiana 
del futuro (Ibarra, 2016; Miranda, 2023).

Ahora bien, la necesidad de realizar reformas en el contexto de la 
constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo de las Fuerzas 
Militares se ha vuelto evidente ante los retos contemporáneos que enfrenta 
la nación. Estas reformas deben abordar la integración efectiva de principios 
constitucionales en la doctrina y las prácticas militares para asegurar que las 
Fuerzas Armadas no solo actúen como instrumentos de defensa, sino también 
como garantes de la paz y del orden democrático. Esto implica una revisión 
exhaustiva de los marcos legales que regulan la actuación militar y promover 
ajustes que permitan una mayor alineación entre los Derechos Humanos y la 
operatividad de las Fuerzas Armadas Armadas (Ibarra, 2023; Martínez, 2024).

Un aspecto crucial de las reformas necesarias es la capacitación y la 
formación de los integrantes de las Fuerzas Armadas en Derechos Humanos 
y DIH. La inclusión de estos temas en los programas de formación es esencial 
para preparar a los militares para actuar conforme a los estándares nacionales 
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e internacionales, lo cual favorece además la rendición de cuentas y fomenta 
una cultura institucional basada en el respeto a la dignidad humana. De igual 
forma, es imperativo establecer mecanismos de supervisión y control más 
rigurosos que permitan a la ciudadanía ejercer un mayor monitoreo sobre la 
actuación militar, de tal manera que se genere confianza y legitimidad hacia 
dichas instituciones (Carrillo, s. f.; Ibarra, 2023).

Finalmente, el desarrollo de una estrategia integral que contemple el 
diálogo civil-militar es fundamental para fortalecer la cohesión social y la 
cooperación en la construcción de seguridad ciudadana. Esto requeriría la 
creación de espacios permanentes de diálogo y cooperación entre actores 
civiles y las Fuerzas Militares, en los cuales se puedan discutir estrategias 
conjuntas que aborden las causas profundas de la violencia y la delincuencia 
en Colombia. En esta paradigmática interrelación, se vislumbra la posibilidad 
de unas Fuerzas Militares que no solo reaccionan ante conflictos, sino que 
también participan activamente en la promoción del desarrollo sostenible, 
con lo cual se garantiza un marco de seguridad que potencie la estabilidad 
del Estado colombiano dentro de un ámbito constitucional robusto (Ibarra 
Sánchez, 2024; Pepinosa & Ortiz, 2021; Pérez & Burgos, 2023)..

Conclusiones 
El análisis de la constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo 
de las Fuerzas Militares ha revelado dinámicas complejas y multifacéticas 
que reflejan una transformación significativa en la estructura institucional 
y en la interpretación del poder estatal. Una de las conclusiones más rele-
vantes es que la evolución del marco normativo ha promovido un enfoque 
más integral en la relación entre el Estado y la ciudadanía. Esto se traduce en 
un reforzamiento del principio de la defensa de los Derechos Humanos, por 
cuanto las Fuerzas Militares se conciben no sólo como un ente de seguridad 
y defensa, sino también como un componente de la gobernanza democrática 
que opera bajo un escrutinio más riguroso y supervisión civil (Ibarra, 2016; 
Ibarra, 2024; Miranda, 2023).

Asimismo, se ha evidenciado que la constitucionalización ha influido 
considerablemente en el ámbito operacional de las Fuerzas Militares. 
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Específicamente, las reformas han hecho hincapié en la necesidad de una 
adaptación a las dinámicas del conflicto armado interno y la violencia estruc-
tural que aquejan al país. Esto ha llevado a que la doctrina militar se encuentre 
en un proceso de reconfiguración, donde se reconoce la importancia del 
respeto por las normativas internacionales de Derechos Humanos y del DIH 
(Córdoba, 2024; Ibarra, 2023).

La constitucionalización del Estado colombiano y el desarrollo de las 
Fuerzas Militares son dos procesos interrelacionados que han configurado 
la moderna sociedad colombiana. La Constitución de 1991 representó un 
hito en el reconocimiento de derechos fundamentales y estableció un marco 
normativo que limita y regula la acción de las Fuerzas Armadas. Este cambio 
paradigmático se manifestó en la incorporación de preceptos que subrayan la 
supremacía de los Derechos Humanos y el respeto por el DIH, lo cual marca 
una clara distinción con respecto a las prácticas de gobierno previas, caracte-
rizadas por la militarización de la política y una militaridad que, a menudo, 
había operado en un marco de opacidad y sin rendición de cuentas (Gaviria 
& Granda, 2022; Ibarra, 2016).

El desarrollo de las Fuerzas Militares en Colombia, en este contexto, 
ha sido objeto de profunda transformación. En conclusión, la tensión entre 
la constitucionalización del Estado y el desarrollo de las Fuerzas Militares 
evidencia la complejidad de los esfuerzos por fortalecer la democracia en 
Colombia, así como la necesidad de que haya una rendición de cuentas efec-
tiva que pueda contrarrestar los efectos de décadas de conflicto y violaciones 
de Derechos Humanos. Si bien se han logrado avances significativos en la 
integración del enfoque de Derechos Humanos en la política de defensa y 
seguridad, la tarea por alcanzar un robusto sistema de justicia militar que 
evite la impunidad sigue siendo crucial. Así, el futuro del Estado colom-
biano y su capacidad para consolidarse como una democracia plena depen-
derá de su habilidad para reconciliar la presencia y el papel de las Fuerzas 
Militares con los valores constitucionales de justicia, igualdad y protección 
de los Derechos Humanos, asegurando que las lecciones del pasado no se 
repitan en el camino hacia una paz duradera (Córdoba, 2024; Ibarra, 2024; 
Miranda, 2023).
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